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APMlNl'lTl'AClON
oS !U$1"ICIII D', LoURDES SANZCALVO

O', NIEVES aUISAN GARCíA
D, JOSÉ GUERRERO ZAPLANA

Madrid, a diez de junio de dos mil nueve,

Vistos por la Sala citada al margen el Recurso numero 01/122/2004 interp~esto

por AYUNTAMIENTO DE MORATA DE JALaN; AYUNTAMIE~TO DE SABINAN;
COOPERATIVA DEL CAMPO DE SAN ROQUE; ASoCIACION PLATAFORMA
JALaN VIVO; ASOCIACiÓN LA SABINA; COMUNIDAD DE REGANTES DE LA
ACEQUIA MOLINAR; JOSE AMBROSIO GARlA ORlA; SALVADOR PALLARES
GRIMA; JaSE AZNAR TaRaN; EMILIO JOSE YUS GARCIA; MANUEL BLAS
GASeaN; ANTONIO ORIOL GIMENa; MARIA DEL CARMEN ISAIiJEZ CUBERO;
FRANCISCO BERNAL. ALFONSO; LUiS VEUUA SANCHO; ROSA MARIA AZNAR
GARCIA; MARIA PILAR GUTIERREZ MARlN; ANGELES GRACIA, MILLAN; TOMAS
GUTIERREZ MARIN, representado por el procurador Sr., MARCOS JUAN CALLEJA
GARCIA, contra las resoluciones indicadas en el primero de ros fundamentos
juridicos de esta Sentencia, habiendo sido parte el Sr. Abogado del Estado asr como
el Procurador Sr. JUAN CARLOS FERNANDEZ NOVOA en la representación que
ostenta de la JUNTA CENTRAL DE USUARIOS DEL RIO JALÓN. La cuantía del
recurso ha sido fijada en cuantla indeterminada.

ANTECEDENTES DE I;!ECHO.

PRIMERO: Por los indicadOS recurrentes se interpuso recurso contencioso
administrativo mediante escrito presentado ante esta sala contra el acto mencionado
en el enc!1bezamiento de esta resolución, acordándose su admisión y una vez
formalizados los trámites legales preceptivos fue emplazado para que dedujera
demanda, lo que llevó a efecto mediante escñto en el que, tras alegar los
fundamentos de hecho y de derecho que consideró pertinentes, terminó SOlicitando
la estimaoión del recurso y la consiguiente anulación de todos los actos recurridos,

A lo largo de la tramitación del recurso, se apartaron jos Ayuntamientos
recurrentes y se personaron como recurrentes OSeAR RAMON EMBIB IBAÑEZ,
ISANA MAINAR GARCILOPEZ YJaSE ANTONIO ORCE ABENIA.

SEGUNDO: La representación procesal de la parte demandada contestó a fa
demanda mediante escrito en el que, tras alegar los hechos y fundamentos de
derecho que consideró aplicables, terminó pidiendo la desestimación del presente
recurso.

También contest6 a la demanda la parta codemandada, con el resultado que
obra en autos interesando la confirmación de las resoluciones impugnadas,

TERCERO: Recibido el pleito a prueba, se practicaron las propuestas por las
partes que se declararon pertinentes con el resultado que se hizo constar en autos.
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ADMINISTRAClON
DE JUS1"ICIA CUARTO: Dado traslado a las partes. por su orden, para conclusiones, se

evacuaron en sendos escritos en los que realizaron las manifestaciones que le
convinieron a sus respectivos intereses.

QUINTO; La Sala acordó que con fEOcha ade Mayo se celebrase vista publica, y
ello dada la complejidad del pleito y de los argumentos tratados, lo que se llevó a
efecto con el resultado que obra en autos quedando el asunto visto para sentencia.

Ha sido ponente del presente recurso el Magistrado Iltmo. Sr. JOSÉ GUERRERO
ZAPLANA.

FUNDAMENTOS JURíDICOS

PRIMERO: Se interpone el presente recurso contencioso administrativo,
inicialmente, frente SI las sigui~ntes tres resoluciones:

• Resolución de fecha 25 de Noviembre de 2Q03 dictada por la Secretaria
General del Ministerio de Medio Ambiente por la que se formula la declaración de
impacto ambiental del Proyecto de la Presa de Mularroy¡¡¡, azud de derivación y
conducción del trasvase. •

• Resolución de fecha 3 de Diciembre de:WOS dictada por la Dirección General
de Obras Hidráulicas y Calidad de las Aguas del MinisteriO de Medio Ampiente
(dictada por delegación del Secretaría de Estado de Medio Ambiente) por la que se
aprobó el anteproyecto 04/03 de la Presa de Mularroya, azud ae derivación y
conducción del trasvase, T.M. de La Almunia de Doña Godína, Chodes y Ricia
(Zaragoza).

- Resolución de fecha 24 de Febrero de 2005 dictada por la Ministra de Medio
Ambiente por la que se adjudioa el concurso del Proyecto de ejecución de las obras
de la Presa de Mularroya, azud de derivación yconduccíón del trasvase.

Posteriormente a la interposición del recurso, también se formuló impugnación en
relación a una cuarta resolur::ión que es la procedente de la Dirección General del
Agua del Ministerio de Medía Ambiente de fecha 23 de Febrero de 2007 que
aprueba el Proyecto 04/06 de Construcción de la Presa de Mularroya Azud de
Derivación y Conducción de trasvase T.M. de Almunia de Doña Godina, Chodes y
Ricia (Zaragoza)

SeGUNDO; La parte recurrente formuló un extenso escrito de demanda en el
que comenzó por la exposición de las caracterlsticas técnicas de las obras (situación
tle la presa, materiales empleados, topologia, así como del azud de derivación y de
la conducción del trasvase) y de los antecedentes administrativos que dieron iugar
que se dictarán las resoluciones aprobatorias de la Declaración de impacto
ambiental (comenzando por la Memoria-Resumen 05194 procedente de la Dirección
General de Obras Hidráulicas y concluyendo con la Nota-Informe de fecha 3 de
Junio de 2003 emitida por la Subdirección General de Impacto Ambiental) asi como
de la aprobación del anteproyecto 04/03 (comenzando por la solicitud de

3

.... ~.- .... -.~ ..,,~ ,~~".,,,, ...



ARCH I~UMB 216 02.07. '09 10:47 ID:BEAUMO~IT ARISTU ABOGADOS FAX:948197035 PÁGINA 7/ 18

ADM"~STRAOION
IlEJUSflC1A autorización de III Dirección Técnica de la Confederación Hidrográfica del Ebro de

fecha 15 de Octubre de 1992 a la Dirección General de Obras HIdráulicas para la
redacción del Anteproyecto) y, también, de los antecedentes de la resolución de
adjudicación del concurso a las empresas Necso Entrecanales y Cubiertas SA y
Sacyr Vl:1l1ermoso SA (en UTE)

Expuso la parte en su escrito de dem,nda las razones que abonaban la
impugnabilidad en este momento de la declaración de impacto ambiental
conjuntamente con la impugnación de la resolución aprobatoria del anteproyecto y
ello siguiendo el criterio jurisprudencial que obliga a la impugnabllidad conjunta de
ambas resoluciones. Expuso la conexión existente entre las tres resoluciones
impugnadas y como es predicable el principio de transmisibilidad de las nulidad ó
anulabilidad de los actos dictados en el mismo procedimiento,

Considera la parte recum¡nte, en aplicación del criterio emanado por sentencias
anteriores de esta Sala, que la declaración de interés general de la obra en cuestión
no permite soslayar las Infracciones que el Proyeoto u obra pudiera presentar y que
Se encuentran en la base de la Impugnación planteada y set'\al6 como son varios los
proyectos anulados a pesar de estar beneficiados por la declaración de Interés
general. '

A continuación la parte recurrente utilizó dIversos argumentos para justificar la
nulidad de las resoluciones objeto de Impugnación por entender que Infringían
diversa normativa que pasamos a citar:

- Se entendió que los actos eran nulos por infracción del R.D.Leg. 1302/86 de
evaluación de impaoto ambiental.

- También se consideró que el EIA era nuio por haberSe dictado sin someterse a
nueva información publica después de haber sufrido modificaciOnes sustanciales y
de haberse valorado las alegaciones presentadas.

- Nulidad del ElA por no incluir estudios de alternativas.

• Infracción de los actos impugnados de la normativa sobre seguridad de presas
y embalses y normativa de protección civil.

- Infracción de los actos recurridos de la directiva 92/43 CEE sobre conservación
de habitats naturales pues no se habian tomado en consideración la declaración de
zonas protegidas según la normativa comunítarla.

- También consideró que el EIA habfa infringido la directiva 791409 CEE sobre
conservación de aves silvestres

TERC§SO: Por parte del Sr. Abogado dei Estado, se contestó a la demanda
planteando las siguientes cuestiones:

- Inadmlsibilidad del recurso frente a declaración de impacto ambiental pl,tes
entendía que el EIA, según la Jurisprudencia del tribunal supremo es un acto de
tramite, de naturaleza instrumental y no susceptible de Impugnación autónoma.
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A.OMINISTRAC10N
O.JUSTlClA Considera que las causas de impugnación planteadas por la recurrente solo son

predicables respecto de la re.,olución que aprueba el proyecto.

- Inadmlsibilidad del reourso frente a la resolución de adjudicación del concurso
de proyecto y ejecución de obras y ello pues entiende que los recurrentes no tienen
legitimación activa para impugnar el acto de a~udicacjón pues no han sido parte en
el concurso de que trae oausa la adjudicación. Solo tiene legitímación el que
participó como licitador en el concurso y ello tal como establece la jurisprudencia del
Tribunal Supremo.

- Entendió que el proyecto se ajusta a la planificación sectorial sobre regadios y
ello pues tanto el plan hidrológico dei Ebro comO el Plan Nacional de Regadlos
contemplan mejoras y transformaciones derivada., de los riegos que proceden de las
cuentas de los ríos Grío y Jalón que proceden de esta presa. Además, entendió que
esta es una cuestión fiexible y variable según las circunstancias de cada momento y
el Plan Nacional de Regadlos horizonte 2008 contempla entre sus actuaciones el
proyecto de la Presa de Mularroya.

- En relación a ia competencia de la Dirección General de obras hidráulicas
para dictar la resoluclól\ de aprobación del anteproyecto entendIó que existe
resolución de delegación de competencias y la resoiución que se recurre está en su
ámbito de materi¡;¡s delegadas y no se puede confundir esa resolución con la de
aprobación del expediente de wntratación. .

- Consideró que debe afirmarse la legalidad de la aprobación conjunta del
proyecto y obras de ejecución pues el articulo 125.1 TRLCAP permite la contratación
conjunta de la elalloración del proyecto y ejecución de obras y que es un sistema
excepcional pero se ha matizado la excepclonalldad. La admón ha razonado la
urgencia de acudir a este sistema "excepcional' y lo Incluye en la propia resolución.

" Por lo que se refiere a la adeCuación de la declaración de impacto ambiental a
la normativa y al R.D.Ley 9/2000, considera que al proyecto le es aplicable la
normativa del R.D.Ley 912000 y ley 6/2001 pero ya lo ha tenido en cuenta y que esta
clase de obra siempre estuvo sometida a DIA por lo que esta normativa no tiene
influencia directa y en el texto de la OlA se reconoce que se ha aplicado.

- Por lo que Sa refiere a la adecuación del EIA a su objeto y alcance considera
el Abogado del Estado que el EIA es exigible en relación al proyecto de la presa y no
es exigible en relación a obras futUras que no están determinadas ni precisadas
(como podian ser proyectos de irrigación); considera que hay que distinguir entre
proyectos y otros planes que, de existir, no se integran en el procedimiento de EIA
de la presa yque están sometidos a otra normativa.

- Por lo que se refiere al cumplimiento del tramite de infomnación publica
entiende que el tramite realizado ha sido el conecto y que el estudio complementario
de octubre de 2003 no neoesita someterse a nueva información pulllica y no se ha
indicado por la parte recurrente cuales son ias cuestiones necesitan someterse a
información publica ó cuaies BoO las razones concretas de esa necesidad. Citó
alguna jurisprudencia del TS no obliga a anular una DIA ante cualquier simple
omisión.
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ADMINISrl\ACJON
DIlJUSTICL\

- En cuanto a la pretensión de que se declare la nulidad por la falta de un
estudio de alternativas entiende la administración que el estudio de alternativas
aparece en la Memoria resumen 05194 del proyecto y que dentro del EIA que obra
como anejo 29 del proyecto 02.100 aparece el capitulo 2.2 sobre examen de
alternativas.

- Por lo que se refiere a la nulidad pretendida por infracción de varias directivas
por coincidir la zona del proyecto con un LlC; una ZEPA y una IBA considera que la
normativa sobre la materia no impide que se construyan obras en esas zonas, lo que
se exige es que se cumplan determinados requisitos y se realicen detallados EIA y
eso es lo que se ha hecho en este caso y que el EIA ha tomado en consideración las
medidas que se deben tomar en estas materias y se ha descrito la fauna y la flora y
la$ medidas que deben tomarse en cada caso. Considera que los recurrentes solo
dicen que no se han tomado medidas de precaución pero no se ha indicado cuales
pueden ser las concretas omisiones producidas.

j

- Por ultimo, yen relaoión a la afeccIón ala conservaoión de aves silvestres por
inundación da la ZEPA cita el articulo 4.4 de la directiva 79/409 que no prohibe la
realización de planes ó proyectos en zonas afectadas por una ZEPA, LlC o IBA sino
que exige la realización de EIA y el TJCE no ha dicho lo contrario.

Por la representación procesal de la JUNTA CENTRAL DE USUARIOS DEL RIO
JALÓN, se contestó a la demanda insistiendo en los mismos puntos de la
contestación formulada por el Sr. Abogado del Estado,

CUARTO~ Procede, en primer lugar refertrse a la impugnación planteacla en
relación a la Resolución de la DIrección General del Agua del Ministerio de Medio
Ambiente de fecha 23 de Febrero de 2007 que aprueba el Proyecto 04/06 de
Construcción de la Presa de Mularroya, Azud de Derivación y Conducción de
trasvase T.M. de Almunia de Doña Godlna, Chodes y Riela (Zaragoza).

Consta que esta resolución cita como antecedentes la aprobación del EIA de
Noviembre de 2003, la aprobación del Anteproyecto con fecha 3 de Diciembre de
2003 as! como la propuesta de adjudicación de concurso de proyecto de la obra
(que son las otras tres resoluciones impugnadas en este recurso).

En relación a la impug nacIón de esta resolución hay que tomar en consideración
los siguientes hechos:

• Se accedió a la ampliación mediante resolución de fecha 23 de Mayo de
2007.

• Tras solicitar el expediente, con fecha 191712007 se dio traslado a la parte
recurrente para que realice alegaciones.

- Se interpuso reCurso de suplica que fue desestimado mediante auto de fecha
3/1012007.

6
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AOMlNl.TltACrON
f:>~J'U>TICrA • Conferido nuevo traslado el 19/12/2007 para que alegue lo que le convenga,

se contestó mediante escrito de fecha 21112008 Interesando la ampliación y un
nuevo traslado para demanda complementaria,

," Ante la resolu¡;ión de esta Sala (de fecha 17/112008) de que no era
procedente nueva ampliación, se Interpuso recurso de suplica (con fecha 512/2008)
Interesando ampliación del expediente,

- Mediante Auto de fecha 281512008 se desestimó al recurso de suplica y se
acordó continuar la fase de prueba sin que se interpusiera recurso de suplica.

- Finalmente, la parte propuso prueba (solo Qocumental) y formuló el escrito da
conclusiones sin que haya realizEldo nuevaS alegaciones sobre la omisión de ningún
tramite procesal.

Por lo tanto, ya juicio de esta Sala, resultaque ninguna lrregulElrldad procesal se
ha producido ni se ha ocasionado indefensión y ello puesto que los reiterados
traslados a la parte recurrente para formular alegaciones en relación a la ultima de
las resoluciones impugnadas (la de fecha 23 de Febrero de 2007) fueron
desatendidos. La Sala, en cumplimiento de lo previsto en el articulo 35.3 de la Ley
de la Jurisdicción, se limitó a dar traslado a la parte recurrente a fin de que se
formulara el correspondiente escrito sin que se lIegElrá a formular tal.

En cualquier caae, resulta que ningún motivo de impugnación expreso se ha
formulado en relación a dicha resolución de aprobación del Proyecto 04/06 lo que
obligará a sU confirmación salvo qUI;l se pudiera ver afectada por la nulidad
declarada de las resoluciones precedentes y ello por virtud del principio de
comunicabilidad de las causa de nulidad recogido en el articulo 64 de IEl Ley 30/92
cuando dice que la nulidad o anulab¡¡idad de un acto no implicará la de los sucesivos
en el procedimiento que sean fndependientes del primero.

También es necesario tomar en consideración que la propia parte recurrente en
el acto de IEl vista insistió en que la aprobación del Proyecto 04/06 no añade nada a
la aprobaci6n del Anteproyecto 04/03 que fue objeto de impugnación mediante la
segunda de las resoluciones inicialmente recurridas. AsI pues, y ante IEl falta de
alegElclones especificas, lo procedente es que esta impugnación corra la misma
suerte que las demás resoluciones impugnadas previamente al no poderse valorar
motivos específicos de impugnación.

QUINTO: Por lo que se refiere a la supuesta Inadmisibílldad del recurso
planteado frente a la Declaración de impacto ambiental hay que partir de la
naturaleza de la declaración de Impacto ambiental y su impugnabilidad separada, tal
como resulta de una muy conatante jurisprudencia.

La sentencia del Tribunal Supremo de fecha 11 de Diciembre de 2002, dictada en
e! recurso 3320/2001, tiene establacldo, de modo contundente, la naturaleza de acto
de tramite de la declaración de impacto ambiental y la obligación de su impugnación
junto a la aprobación del Proyecto; dice dicha Sentencia ql.le:

7
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ADM1N1STMC10N
DElUsnClA "Esta Sala ha tenido oportunidad da pronunciarse en varias ocasiones -

sentencias de 17 de noviembre de 1998. 13 de noviembre da 2002 y 25 de
noviembre de 2002-, sobre esta cuestión, siendo uniforme el criterio de considerar
que. en efecto, la Deolaración de Impacto Ambiental (OlA) al tratarse de un acto
inserto en el procedimiento principal de aprobación, del proyecto de abra a que se
refiere, es un acto de trámite. de tal forma, que los vicias, tanto formales como
materiales en que haya podido incurrir, han de ser invocados en la impugnación que
se realice contra el acto final de ese procedimiento. que no es otro que la aprobación
del proyecto de obras, (".)

Lo expuesto conduce a entender que nuestro Legislador optó por oonfigurar la
DIA como un acto administrativo que, no obstante su esencialidad, parllcipa de la
naturl.lieza jurldloa propIa de los actos de trámite, o no definitivos, pues su
funcionalidad es la de integrarse en el procer/imlento sustantivo, como parte de él.
para que sea tomado en consideración en el acto que le ponga fin, el cual sin
embargo no quedl'l necesariamente determinado -ni en el sentido de la decisión,
autorizatoria o denegatoria, ni en el del contenido de las condiciones de protecolón
medioambiental, por la conclusión o juicio que en aquel/a se haya alcanzado. Su
carácter Instrumental o medial oon respecto a la decisión final, y su eficacia jur/dica,
no permiten conceptuarla como una resolución definitiVa, directamente impugnable
en sede jurisdiccional, NI rampoco conduce ael/o el que la DIA sea el preoipitado de
unos trámites' precedentes (iniciación, consuilas, información al titular del proyecto,
estudio de impacto ambiental, Información pública, informes) ordenados
procedlmentalmenté, pues todo ello constitlJYóln meri!J$ secuencias lógicamlflnte
neclfIsarias o convenientes para la formación del juicio en que la DIA consiste, que
no transforma su naturaleza juridica. Ni su &norme trascendencia, también
predicable de otros dictámenes, como es obvio. Ni la especIalización del órgano que
la emite, por la misma razón. Ni su carácter de órgano no consultívo, pues esta nota
o elemento no determina por sí sola la naturaleza juridloa de la total/dad da los aotos
que de él puedan emanar".

Por lo tanto, y resultando que, en este caso, la impugnación se ha producido
conjuntamente de la resolución que aprueba la Declaración de ImpElcto Ambiental y
del Proyecto. resulta neoesario rechazar esta causa de inadmisibilidad planteada por
el Sr, Abogado del Estado,

SEXTO: También al inicio de esta Sentencia resulta procedente resolver la causa
de lnl.ldmisibilided planteada por el Abogado del Estado que hace referencia a la
resolución de adjudicación del concurso del Proyecto y de Ejecución de obrlils
(reSOlución de fecha 24 de Febrero de 2005) yque ha sido objeto de impugnación.

Dicha alegación se realizó al amparo de lo qwe señala el articulo 69.b) de la
l..RJCA cuando dice que la sentencia declarará la inadmisibllidad del reourso o de
alguna de las pretensiones en los casos siguientes: b) Que se hubiera interpuesto
por persona incapaz, no debidamente representada o no legitimada.

En el orden contencioso-administrativo la legitimaeí6n activa consiste. según una
consolidada jurisprudencia, en la titularidad de un derecho o interét> legitimo que
suponga una relación material entre el sujeto'{ el objeto de la pretensión, de suerte
que. de estimame ésta, se produzca un efecto positivo o beneficio o la eliminación
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ADMIWSTRACIO¡¡ 'd 'd
DE JUS'ilC¡,\ de un efecto negativo o perjuicio que no necesariamente ha e revestir un canten! o

patrimonial. Esta ventaja ha de ser concreta yefectiva,

El criterio de delimitación de la legitimación fundado en la existencia de un
derecho o interés legítimo (art 19,1. a LJCA), como superador del Inicial interés
directo (art. 28 LJCA), en el orden contencioso-administrativo ha sido reiteradamente
declarado por el Tribunal Constitucional (entre otras SSTC 60/2001, 203/2002, Y
10/200S),

Así la STC 52/2007, de 12 de marzo, FJ 3 , en relación al orden contencioso­
administrativo, ha precisado "que el interés legitimo se caracteriza como una
relación material unfvoca entre el sujeto y el objeto de la pretensión (acto o
disposición impugnados), de tal forma que su .mulación produzca automátioamente
un efecto positivo (beneficio) o negativo (perjuicio) aotual O futuro pero cierlo,
debiendo entenderse tal relación referida a un Interés en sentido propio, cualificado y
especifico, aotual y real (no potencial o hipoté/ico)".

La sentencia del Tribunal Supremo de fecha 26 de Junio de 2007 (Rec,
10581/2004) confirmó una sentencia anterior que declaraba la ¡nadmisibilidad de un
recurso contencioso interpuesto frente a una adjudicación por entender que "no se
v(slumbra cuál serfa el !idecto positivo en la suspensión de la titularidad de la
concesión que derivaria de un eventual desistimiento por la Administración en la
reallzación del contrato de consultoría ouestionado". Otras sentencias como las de
fechas 27 de Septiembre de 2006 (Rec. 5070/2002) y 10 de Julio de 2006 (Rec.
597/2004) también han cOnfirmado la inadmisibilidad de los recursos por entender
que no concurrlan las condiciones para justificar la legitimaciÓn de los recurrente en
relación a la adjudicación de contratos cuando los recurrentes no hablan participado
en el concurso en cuestión.

Aplioando todo lo anterior al caso objeto del presente recurso, resu Ita que los
ahora recurrentes son ajenos a la resolución de adjudicación de la obra a una u otra
empresa y ningún beneficio ni perjuicio directo se les deriva de dicha adjudicación
por lo que procede confirmar la ínadmlsíbilidad pianteada por el Abogado del Estado.

Por otra parte, también es Importante señalar como en el escrito de demanda
ninguno de los motivos de impugnaoión planteados hacen referencia la resoluoión de
adjudicación del contrato lo que obligarta, por otra parte a la confirmación de la
resolución,

SEPTIMO: La parte recurrente realiza algunas consideraciones genéricas sobre
la falta de justificación de la construoción de la Presa de Mularroya y considera que
dicha falta de justlficaci6n vicia de nulidad a todo el procedimiento al amparo de lo
previsto en el artículo 62.1 ,e) de la Ley 30/92,

Dicho argumento debe ser rechazado sobre la base de la siguiente enumeración
de preceptos que justifican la redacción del Proyecto:

- El articulo 36 de la Ley 10/2001 del Plan Hidrológico Naoional establece en
sus apartados 3° a 5° que: En aplioación de las previsiones establecidas en los
Planes Hidrológicos de cuenca, el Gobierno desarrollará durante el perfodo 2001,
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AD~~l~~ON 2008 las inversiones que se relacionan en el anexo 11 de la presente Ley. 4. En
particular, forma parte del mencionado anexo 11, en toda su extensi6n y contenido,
de acuerdo con lo establecido en el arto 38 del texto único del Plan Hidrológico de la
cuenca del Ebro aprobado por Orden del Ministerio de Medio Ambiente de 13 de
agosto de 1999, la Resolución del Pleno de las Cortes de Aragón, aprobada en su
sesión de 30 de junio de 1992, relativa a los criterios sobre pallUca hidráulica de la .
Comunidad Autónoma de Arag6n. Por dicha razón, y en aplicaci6n del principio
general de garantla de las demandas actuales y futuras de la cuenca cedente a que
se refiere el art. 12, será un objetivo básico a alcanzar par las Administraciones
hidráulicas competentes que la mayor parte de las infraestructuras incluidas en la
mencionada Resolución se encuentren terminadas o en ejecución con anterioridad El
la efectividad de las transferencias autorizadas por la presente Ley. 5. Todas y cada
una de las obras incluidas en el anexo 11 se declaran de interés general con los
efectos previstos en el arto 44.2 Y 119 de la Ley de Aguas y 10 de la Ley de
Expropiación Forzosa respecto de la utilidad pública impllclta en los planes de obras
del Estado. Además resulta que como primera obra incluida en el Anexo 11 en la
cuenca del Ebro se menciona expresamente la Presa de Mularroya, azud de
derivaci6n y conducción de trasvase.

- El Plan Hidrológico del Ebro (O.M. de 13 de Agosto de 1999) al que se referra
la I-ey 10/2001 que acawamos de citar, menciona en su articulo 38 que 1. Con
carácter previo se asume que el plan hidrológíco incluye, en toda sU extensión y
contenidos, y por tanto también dentro de este apartado, la Resolución aprobada por
el Pleno de las Cortes de Aragón. en su sesi6n de 30 de junio de 1992, relativa a
oriterlos. sobre polltica hidráulíca en la Comunidad Autónoma de Ar<¡gón (en
adelante, Pacto del Agua), que figura en el anejo 4 de este texto. En su Anejo 7,
como infraestructuras básicas se incluye la referencia Ficha EMB: 19: Embalse de
Mularroya. También el articulo 43 de este Plan Hidrológico del Ebro hace expresa
mención a la Presa de Mularroya.

- El articulo 43 de ese Plan Hidrológico del Ebro, en el horizonte a 10 alíos
menciona expresamente la obra en cuestión dloiendo que: 3. Los recursos derivados
de la explotación del embalse de Mularroya se resel'liarán para abastecimientos de
población y otros usos industriales de la cuenca del Jalón y del eje del Ebro,
regadíos deficitarios existentes en la cuenca del Jalón, recarga del aculfero de
Alfamén y para nuevas zonas regables de la cuenca o lntercuencas laterales,
dependiendo de la capacidad definitiva del embalse.

- La ley de Aguas de 2001, (aún posterior al inioio del tramite del expediente
que dio lugar a las resoluciones objeto de recurso) en su articulo 40 hace mención
expresa a los Planes Hldrol6gicos y sus apartados 2 y 3 mencionan el caráoter
vinoulante de 10$ mismos cuando dicen que: 2. La planificación se real!;!:ará mediante
los planes hidroióglcos de cuenca y el Pian Hidrológico Nacional. El ámbito territorial
de cada plan hidrológico se determinará reglamentariamente. 3. Los planes
hidrológicos serán publioos y vinculantes, sín paQuicio de su actualización periódica
y revisión justificada, y no crearán por sr solo$ derechos en favor de particulares o
entidades, por lo que su modificación no dará lugar a indemnlzaci6n, sín periuiclo de
lo dispuesto en el aft 65.
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APMiN1STIlAC\ON
P¡¡JUSlIClA - En cualquier caso, la Ley de Aguas anterior a la citada en el apartado anterior

(la ley 29f85) recogía idéntica mención en su articulo 38 cuando decía que: 2. La
planificación se realizará mediante los Planes Hidrológicos de cuenca y el Plan
Hidrológico Nacional. El ámbito territorial de cada Plan Hidrológico se determinará
reglamentariamente. 3. Lo:; Planes Hidrológicos serán públicos y vínculantss sin
perjuIcio de su actualización periódica y revisión justifioada, y no crearán por si solos
derechos en favor de partipulares o Entidades, por lo que su modificación no dará
lugar a indemnización, sin perjuicio de lo dispuesto en el arto sesenta y tres.

Todo lo anterior supone una justificación general de la obra; dicha justificación no
impedirla una hipotética nulidad que pudiera derivarse de la infracción de la
normativa reguladora de la materia, pero tal cuestión deberá ser planteada en los
siguientes fundamentos jurldicos.

Es cierto que el Plan Nacional de Regadíos aprobado por el R.O. 39212002 no
menciona en sus Anexos a la Presa de Mularroya, pero tal omisión no es relevante
puesto que su articulo 7 prmlé la posibilfdad de que se amplien las zonas a otras no
Inicialmente prellistas. Dice que "1. Para garantizar la necesaria adaptación de los
programas de actuación a las condiciones cambiantes de los mercados y a la
Politina Agraria Común, asi como a los nivelea de ejeoución territoriales, el Ministerio
de Agricultura, Pesca y A~mentac¡ón y las Comunidades Autónomas, en el seno del
Consejo Interterritorial para la Gestión del Plan Nacional de Regadios a qlje se
refiere el articulo 8 de este Real Decreto, podrán reviSar, actualizar y, en su caso,
redistribuir con efectos de 1 de enero de 2004 los objetivos especificas y la
distribución territoriai Inicialmente previstos. 2. Las nuevas actuaciones susceptibles
de ser consIderadas en esta revisión serán, exclusivamente, las del catálogo que
figure en los Acuerdos entre el Ministerio de Agricultura, PeSca y Alimentación y las
Comunidades Autónomas, a que se alude en el articulo anterior:>:>.

De todos modos, es necesario señalar como en la pagina WEB del Ministerio de
Medio Ambiente y Medio Rural y Marino, se encuentra, al momento de redactar esta
sentencia, información detallada sobre el Plan Nacionai de Regadíos (incluida dentro
del apartado de Planificación HidrológIca); en el documento que allí se puede
consultar, resulta que en su apartado 4.4.2, en relación a las nuevas zonas regables,
se hace expresa mención (pagina 309) a diferentes zonas que no están actualmente
en regadío pero que son susceptibles de nuevas transformaciones; se trata de
estimaciones de regadlos potenciales a largo plazo que han sido contempladas en
los Planes Hidrológicos de Cuenca: dentro de estaS zonas se incluye la zona de I-a
Tranquera-Mularroya con una superficie regable de 13.954 hectáreas.

Resulta obvio que el Plan Nacional de Regadios no puede Incluir la zona
afectada por la Presa objeto del presente recurso entre las zonaS regables y ello
pues la presa no esta construida, pero sí se contempla la ampliación de las zonas
regables a las que se deriven de la ejecución de esta obra.

En conclusión, el Plan Nacional de Regadios Horizonte 2008 no olvida la zona
derivada de la presa objeto de recurso, aunque no la menciona sxpresamente, psro,
la no mención expresa en el RD, 392/2002 de la obra de la Presa de MularrQya no
genera, por si misma, nulidad y, no debe olvidarse, que la justificat;ión de la presa no
está relacionada solo con la organización de los regadios. Así resulta que en el
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APM¡NfS¡RACTON h f' d
IJ.JUSTICIA apartado 2,1 del EIA se hace mención a que desde 1982 se a con Irma o la

necesidad de recurrir al Embalse de Mularroya para regular las aguas del río Jalón
en su tramo bajo y en ese mismo apartado se señala que "el objetivo del embalse es
regular las aportaciones del río Jalón para consolidar los regadios existentes y
permitir una posible ampliación futura de los mismos, fijada por dicho Plan en 5.000
ha, garantizando al 100% los abastecimientos a las poblaciones situadas aguas
abajo del mismo",

Por lo tanto, riego, regulación del JalÓIl y garantla de abastecimiento de
poblaciones se convierten en los objetivos de la obra frente a la que se interpone ei
presente recurso.

OCTAVO: De todo lo expuesto en el anterior fundamento jurídico podemos
concluir que la actuación de la administración no puede ser anulada por la falta de
justificación de la obra que se pretende realízar ya que se ha acreditado
suficientemente que la aprobación del Proyecto de la Presa de Mularroya yel azud
de derivación encuentran suficiente amparo en la normativa aplicable a dicha clase
de obras. Actuar de otro modo supondrla hacer prevalecer los criterios de lá parte
recurrente sobre el criterio de la administraoión competente para la adopción de las
resoluciones objeto de recunso. No se olvide que la decisión de la construcción de un
embalse y sus obras anelas es una decisión con un alto componente discrecional
pero dicha actuación discrecionóll está amparada por nuestro sistema Judicial que
limita la impugnación jurisdiccional solo a determinados aspectos.

Esta Sala en la sentencia de fecha 28 de Enero de 2004 (Recurso 337/99) dijo
que: "La decisión de /a administración de optarpor un determinado proyecto y no por
otro, es un acto discrecional que los Tribunales no pueden rlsoalizar porque forma
parte dél la entraña misma d~ la decisión, y ou"lquiera que sea el sentido de esta, si
se ha producido dentro de los limites de la remIsión legal a la apreciaoión
administrativa, y con respi>lo a los demás límites generales, es necesariamente
justa, como lo sería igUalmente el otro proyec/o",

Procede reproducir en este punto lo dicho por el Tribunal Supremo en la
Sentencia de fecha 13 de Julio de 1998 (Ree, 47/93) con ocasión la impugnación de
la resolución que declaraba de interés general la transformación económloa y social
de las zonas regabíes de Manchuela-Centro y Canal de Albacete ouando dijo que:
"El control judicial de ía actuaolón administrativa es di> legalidad plena, como resulta
di> los articulas 24.1 Y106 CE, extendiéndose respecto de la discreoionalidad hasta
donde permite el oontraste oon la nonna jurídioa a través de las plurales técnicas
admitidas por la jurlsprudenoia -fundamentalmente, elementos raglados, desviación
de poder; hechas detennínant..s y principios gE>l1..rales del Dereoho-, ninguna de las
cuales permite apreciar la c1enunoiada vulneración del ordenamiento jurídico por el
Real Decreto impugnado, en el que, ..n oanerato, no se apreoia una finalidad distinta
de la qu.. correspond.. efectuar a la Admlnistraoión, Y esta apreolación de los
intereses generales, en este ceso, por parte del Gobíerno responde a la propia
concepción oonstituclonal que reflejan los articulas 97 y 103.1 de la Norma
Fundamental al someter a aquel en su actuación a la ConstitIJcí6n y al Dereoho, pero
admitfendo, obviamente, que las decisiones gubernativas y administrativas reflejen,
además de oonslderaciones jurídloas, apreciaciones de índole téonloa, f?conómlca o
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APMtNISTl\ACION
paMTlCrA social, en suma de opciones de intereses que son consecuencia de distintos criterios

de oporlunidad admisibles en Derec.:ho y, por tanto, ajenos a un control de legalidad".

Por lo tanto, encontrando la actuación de la administración suficiente amparo en
la normativll que acabamos de señal¡¡r, tal como hemos visto hasta ahora, no puede
declararse la nulidad general de la misma si nO se justifica por la parte recurrente la
infracción de algún precepto de obligada aplicación impuesto por la normativa
reguiadora del Estudio de Impacto Ambiental ó de la posterior Declaración de
Impacto.

NOVENO: Considera la parte recurrente que el Estudio de Impacto Ambiental del
Proyecto de la Presa de Mularroya no realizó una evaluación completa de los
Impactos ambientales conjuntos de toda ia actuación proyectada y que se había
omitido la evaluación de impacto en 106 nuevos planes de irrigación directamente
relaoionados con el proyecto de embalse y que Justificaban, precisamente, este
proyecto.

La parte recurrente se basa para sustentar dicha petición en las modificaciones
introducidas en el R.P.Leg 1302/86 por el RD.Ley 912000 de Evaluación de Impacto
(tras la publicacIón del Acuerdo de convalidación de dicho Real Decreto-Ley, de
conformidad con lo dispuesto en el articulo 86.2 de la Constitución, el Congreso de
los Diputados acordó tramitar el expresado Real Dec;reto-Iey como Proyecto .de Ley
por el procedimiento de urgencia, dando lugar de este modo a la aprobación ulterior
de la Ley 6/2Q01).

En relación a esta cuestión es necesario partir de que la Declaración de Impacto
Ambiental menciona en sU primer rengión su sometimiento al RD.Leg 1302/86 (en la
redacción modificada) que obliga a someter a Estudio de Impacto Ambiental obras
corno la que es objeto de este recurso pues las presas se mencionan en el Grupo 8°
del Anexo 1° del R.D.Ley 9/2000 (Grupo 7° de la Ley 612001). Por lo tanto, la
resolución que se recurre no ocuita su sometimiento a la legislación a la que hace
mención la parte recurrente.

La Ley 6/2001 al menCionar que clase de obras deberán someterse a Evaluación
de Impacto habla de: "1. Los proyectos, públicos o privados, consIstentes en la
realización de las obras, instalacíones o de cualquier otra actividad comprendida en
el anexo I del presente Real Decreto legislativo deberán someterse a una evaluación
de impacto ambiental en la forma prevista en esta disposición". Obviamente, no
menciona mas que los Proyectos, no Incluyendo, en contra de lo manifestado por la
parte recurrente, los planes accesorios de los regadlos que se puedan Implantar a
consecuencia de las obras de la Presa de Mularroya.

El Tribunal Supremo en la sentencia correspondiente al recurso 1355/2002 (de
fecha 7 de Julio de 2004) ha reconocido la Innecesariedad de que los planes sean
sometidos al Estudio de impacto ambiental: «Como conclusión de todo lo anterior
(yen ello Insistiremos en el siguiente motivo) debemos reiterar que las E/A y su
correspondientl;l (o precipitado) DIA, giran en tomo al concepto 00 proy¡;;oto,
concapto que no eS as/milab!fl, en modo alguno, al de po/ftica, plan o programa:
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AD~:!~l~~ON a) El concepto de proyecto aparece unido al de trabajos de construcción, obra o
instalación. asto es, a la idea ele instalación o realización. conectándose con el
requisito de la autorización, como exige la normativa comunitaria.

b) Por política, debe entenderse la inspiración, orientación o directriz que rige la
actuación de una entidad pública en un campo determinado.

e) Por plan, el conjunto de objetivos coordinados y ordenados temporalmente por
la aplicación de una poJltica; y,

e!) por programa, la arliculación de una serie de proyectos previstos en un área
determinada.

En consecuencia, el Real Decreto Legislativo 130211986 y la Ley 612001 , solo
afectan a proyectos, obras 1 otras actividades, ya que en lo referente a la evaluación
de planes y programas que 'pudieran afectar a espacios incluidos en la Red Natura
2000 no eX/st!': norma taxativém!':nte aplicable, no obstante lo dispuesto en ela!t{eulo
6 de la Directiva 92143/CEE, de 21 de mayo de 1992, relativa a la conseNación de
los hábltólt naturales y de la fauna y flora silvestres , por cuanto tanto estól norma
como la de transposici6n intema espaflola ( Real Dr;creto 1997/1995, de 7 de
dicIembre) se limitan a real/zar una simple remisi6n, 1, en ausencia de normativa
autonómica específica sobre EAE, solo quedarla aplicar, por extensión la normativa
relativa a EIA, lo que, como venimos reiterando, en modo alguno se acomoda, a las
EAE, habiendo perdido -posib1emente-- la norma estatal de transposición la ocasión
para establecer, en tal operación, un correcto contenido y alcance eJe la fAE,
anticipándose, en el ámMo concreto a que afucta, a la entrada en vigor de la
Directiva 2001/42/CE, de 27 de junio, el próximo 24 de julio de 2004».

La parte recurrente considera que sé debe extender el Estudio de Impacto
Ambiental a los Planes de Regadios sobre la base de lo mencionado en el Grupo
1Q.d) del Anexo 1 de la Ley 612001 que menciona a: "d) Proyectos de gestión de
recursos hfdricos para la agricultura, con inclusión de proyectos de riego o de
avenamientos de terrenos, cuando afecten a una superficie mayor de 100 hectáreas.
No se incluyen los proyectos de consolidación y mejora de regadíos'. A este
respecto es necesario señalar que la parte recurrente no menciona cuales pudieran
ser los planes en los que se ha omitido el EIA. quizá será cuando se aprobasen los
correspondientes Proyectos y no incluyeran el EIA cuando podrfa plantearse la
impugnación por faltar dicha documentación pero, en todo caso, en relación a la
resolución que ahora se recurre, es evidente que no se ha producido ninguna
omisión generadora de nulidad.

La parte recurrente habla de que se ha segmentado una misma infraestructura
en diversos Proyectos y planes diferentes para escapar, de ese modo, de las
exigencias de EIA; la realidad es que no se encuentra en el escrito de demanda
indicación de cuales pudieran ser los otros planes ó proyectos que debieran haberse
tramitado conjuntamente.

En todo caso, fa Sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo dictada en el
recurso 54212006 (de fecha 8 de Octubre de 2008) en relaoión a la cuestión de la
posible fragmentación de Proyectos con el fin de facilitar la tramitación de los

14

~ ~ ... , , ...... IJ...'77 t!l{\7 'Inl'l '1



ARCH NUMB 216 02.07.'0910:52 ID:BEAUMONT ARISTU ABOGADOS FAX:948197035 PÁGINA 18/ 18

APM1r<lSTllACION
O,JUSTICIA EstudiO$ de Impacto Ambiental ha dicho que: "El motivo debe desestimarse, en

primer lugar, porque no Bxiste una normativa que impida la fragmentación de los
proyeotos respecto de obras de grandes dimensiones, que permitan la consideración
autónoma de sus diferentes partes, o que se trate de ampliélCiones o modificaciones
d6 obras e.xistentes, siempre y cuando los proyectos correspondientes a esas partes
fragmentadas sean objeto del correspondiente estudio de impacto ambiental como
aquí ocurre, si la totalidad del proyecto lo exige, como claramente lo expresan las
notas a los Anexos I y 11 drtl Real Decreto·ley 912000, de 6 de octubre, por el que se
modifica el Real Decreto legislativo 130211986de Evaluaoión de Impacto Ambiental,
y no se trate de eludir mediante la fragmentación los efectos mediOambientales que
se pudieran producir por agregación, cosa que aqui no se observa que haya
ocurrido".

En relación a la obra que aquí se impugna, no consta que se haya pretendido
una segmentación artificial de la obra con el fin de eludir las exigencias
medioambientales sino que se ha sometido a la declaraCión de impacto la obra
proyectada tal como exigía la-.,normatlva aplicable al momento de la redacción del
Proyecto que es la derivada del RD.Leg 1302186 en su redacción modificada.

DECIMO: La aplicación de la Directiva 2001/42 CEE (Relativa a la evaluación de
los efectos de determinados, planes y programas) tampoco puede servir para admí!ir
las aleg¡¡ciones de la parte recurrente en relación a que el EIA no ha incluido 10$
planes de regadio, y ello por no estar vigentes las exigencias de dicha directiva a la
fecha de iniciación del Proyecto en cuestión. A esta conclusión se llega en atención
a las siguientes razones:

La Directiva 2001/42 amplia la obligación de realizar Estudios de Impacto
Ambiental Estratégica a determinados planes y programas que se mencionan en su
articulo 2 y establece en su articulo 12 que los Estados miembros pondrán en vigor
las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas necesarias para dar
cumplimiento a lo establecido en la presente Directiva antes del 21 de julio de 2004.

La sentencia del TS que hemos citado de fecha 7 da Julio de 2004 valoró del
siguiente modo la incidencia que tíene la Directiva 2001/42 en ia cuestión de la
evaluación de Impacto: "la EAE va a suponer trasladar. ampliar y abrir el proceso
decisional en sus niveles iniciales, evitando asl pollticas, programas o planes
viciados, que arropan o esconden proyectos preconcebidos. Supone, pues, la EAE
un procesO formalizado, sistemático y global de evaluación de los efectos
medioambientales de una politica, plan o programa y sus altemativas que tiene por
fin incorporar o integrar las consideraciones medioambientales al proceso de toma
de decisiones, incluido el normatrvo, previo a la adopción de un proyecto específico y
determinado. Supone, igualmente, un estudio más aventado en la politiCE¡ preventiva
ligada al logro drtl desarrollo sostenibla y la conservación de la biodiversidad, al
aplicar los princIpios nucleares de la evaluación ambiental a las decisiones sobre las
politicas, planes o programas que preceden a los proyectos".

La Directiva 2001/42/CE se incorporó a nuestro ordenamiento interno con la Ley
912006 evaluación de los efectos de determinados planes y programas en el medio
ambiente y cuyo articulo 1 estableció que: "Esta ley tiene por objeto promover un
desarrollo sostenible, conseguir un elevado nivel de protección del medio ambIente y
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MJ~i~~b~~ON conln'bulr ala Integraci6n de los aspeotos ambientales en la preparao/ón yadopción
de planes y programas, mediante la realización de una evaluación ambiental de
aquellos que puedan tener efectos significativos sobre el medio ambiente. Por medio
de esta ley se ínoorpora al ordenamiento juridíro español la Direotiva 20011421CE: del

. Panamenfo Europeo y del Consejo, de 27 de junio de 2001, relativa a la eva/uaO/on
de los efectos de determinados planes y programas en el medío ambiente: El
articulo 3sometió asus disposiciones tanto planes como programas de modo mucho
mas amplio acomo lo hacia la legislación anterior.

No obstante, ni la aplicación de la Directiva ni la Legislación de transposición
puede producir el efecto anulalorio pretendido por la parte recurrente pues resulta
que la Disposición Transitoria Primera de dicha Ley estableció, en consonancia con
lo dicho por la Directiva, que /a obligación del arlo 7 56 aplicará a los planes y
programas cuyo primer acto¡ preparatorio formal sea postenor al21 de julio de 2004,
En el caso presente, el EIA es anterior adicha fecha ylos antecedentes que dieron
lugar al EIA objeto de recurso se remontan al año 1994 (según recoge la propia
parle recurrente en su demanda) por lo que, claramente, no resultan aplicables las
disposIciones yexigencil1s de esta normativa,

DECIMO PRIMERO; Por lo que se refiere a la existencia de un estudio de
alternativas; e/ artieulo 2.1.n) dsl R.D.leg 13OZlB5 menoiona entre e/ contenido del
Estudio de Impacto Ambiental 'Medidas previstas para reducir, eliminar ocompensar
los efectos ambientales negativos significativos" Posibles alternativas existentes a
las condiciones inicialmente previstas del proyecto", La Ley GI~D01 incluye en ~u

articulo 2.1 apartado b) la mención a"Una exposlclón de laa pl¡ncipa¡s~ altGrnatlvas
"~ludí~d~~ yyna ¡ustit1cacr6n de las principales razones de la solución adoptada,
teniendo en cuenta los efectos amblentales", De €Isla !onna se han!~óM ~ nUQolro
ordenamiento Interno la exigenoia que deriva de lo previsto en el articulo 5.1 de la
Directiva B51337/CEE.

La parte recurrente insiste en que es necesario garantizar que se ha elegido la
opción que menos perjuicio ocasiona para el medío ambiente¡ en relación a esta
cuestión no pUede olvidarse que en ei Estudio de Impacto Ambiental se incluye en
su apartado 2,2 la menci6n del "EXamen de Anemalivas Técnicamente viables y
Justificación de la solución propuesta" de la lectura de dicho apartado se obtiene la
siguiente información;

- Ai folio 7 aparece la localización de las 19 alternativas estudiadas.

• Entre los folios 8 a 14 se enumeran cada una de las alternativas y se
expresan las razones por las que se han rechazado las no elegidas y por las que
algunas de ellas se han considerado inviables,

- Entre .Ios folios 15 a 18 se explican las razones por las que se descartan
algunas Opciones y se reduce el análisis ambiental solo a cinco embalses de la
margen izquierda ytres de la margen derecha.

: Entre los folios 18 y 47 se realiza un breve análisiS de cada una de las
opcl?nes contempladas (caracterfstices hidrológicas, geol09la, entorno natural,
mediO socloeconómlco, valoración de sus efectos yficha técnica.
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Es importante, por io que se refiere también 'a la cuestión del estudio de
alternativas, lo que se dice en el Estudio Complementario del Estudio de Impacto

~~~¡~m~' [~~9lD J~¡ 'tn el ijUu utll"gn ~~~mentos ,de suficienie peso ~ara

contradecir lo dicho por la parte recurrente: se han esJud,ado haslé ~~ ~I!m~llij~~
de colocaci6n del embalse la PrMe de Mulnrroya; las ventajas de la SOlUción elegida
se enumeran al folio 7: a) ~s la opción en la que se reaula mayor superticie de
ouenca; b) Es la soiuclón con mayor oapacidad del embalse. o) La opclÓfl elegida eS

la unlca que permlle, Junio a /& !~!An6r, mUJDrQf IJi coOOlfi/ODUO 001 ¡¡Ji y~l?n
siendo la que permite mayor capaoidad de embalsa.

Se añadan alIas tres circunstancias para preferir esta opción:

_ A partir del folio 48 se incluye la justificación de la solución propuesta
entendiéndose que se ha optado por la presa de Mularroya p~es permite una mayor
superficie regable, la capacidad de embalso es mayor y consigue una mayor,c?ntrol
de los recursos hídricos y, a la vez, es la única opcl6n que melora las condiciones
del bajo Jalón, Se añade que el valor de los recursos afectados no se ha
consideraqo de especial Interés y que 105 únicos valores destacados son la
presencia del Pinar de Mularroya (con cierto Interés paisajístico) la presencia de
comunidades vegetales que constituyen relictos geomorfol6gicos (de elevado valor
botánico ycientlllco) y la presencia de importantes poblaciones de buitre~, yaves de
interés en las proximidades de la entrada al iúnel del trasvase. En relaclon atodas
esas afecciones se considera que se pueden establecer medidas de protección
Salvo para la perdida parcial del pinar de Mularroya. En general se considera que la
construcción del embalse incidirá favorablemente en la bienestar de la población
pues la mayor parte de los habitantes se dedican a actividades aeociadaS al sector
primario. ,1

- La no construcción de la Presa de Mularroya impide la correcta regulación del
Rlo Jalón.

- No se duda de que la construcoión supone la existencia de Impactcs
negativos los cuales se compensan con los efectos positivos den'vados de la
actuación sobre el rio produciéndose un incremento sustancial del bienestar
económico de la población,

- Si bien se reconoce que el Estudio de Impacto ambiental no recogió la

_.~ I~,I~d•• RoONdJ~" l..lIJllU~!
complementario. precisamente, para completar los capItUlas carraspondlenle. del
astudio inicial actualizando los datos que se incorporaron aaquel Estudio Inicial,

Contando con todo io antarior, resulta sorprendente que al follo 109 de la
demanda se afirme que no se han evaluado las posibles alternativas exlstenles al
proyecto ni los impactos ambientales y elio pues no se olvide que el racurrente se
limita a insistir machaconamenle que no están estudiadas las al\ernativas pero ante
la evldenoia de que dicho estudio si que existe, nada se dice sobre que pudiera ser
insuficiente ó inmotivado el estudio realizado sobre esta cuestión de las altematlvas
posibles al Proyecto finalmente aprcbado. No basta, pues, con la simple afirmación
de que no existe estudio de alternativas vello cuando dicho estudio aparece

AúMlN1STRACION
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incorporado al expediente, sino que habría sido necesario jw¡tifioar las deficiencias

de dicho estudio paro tal cosa no se ha OOvh\l,

Ajuicio de esta Sala, el estudio de al!ernativa~ Incorporado al EIA es,mas qua
suficiente y cumple sobradamente las exigencias que derivan de lo preVIsto en el
articulo 2 del RO. 1302186 (en la redacción Introducida por la Ley 6J2001} cuando
habla de que el Estudio de impacto amoJemal debe contener una exposici6n de las
principales alternativas estudiadas y una íustificaci6n de las principales razones de la
soluci6n adoptada, teniendo en cuenta los efectos ambientales. Por lo tanto, ninguna
infraccl6n puede apreciarse por este motivo en las resoluciones recurridas

No puede dejar de señalarse que la parte recurrente se ha limitado a insistir en la
inexistencia del estudio de alternativas (cuestión ya recha~ada) pero nada ha dicho
sobre que exista otra alternativa mejor que la señalada ni ha aportado ninguna,rrra ó informe del que ,se pudiera deducir la preferencia de alguna de las 18

alternativas estudiadas.

La opción preferente por·una de las alternativas posibles puede enlazarse con la
cuestión de la motivacié/n yde la decisión discrecional; en este sentido. y siguiendo
el argumento utilizado por esta Sala en la sentencia de (echa 27 de NOViembre de
2007 dietada en el recurso 127/2001 hay que recordar que la construcción de la obra
hidráulica en cuestión se enmarca dentro de la potestad discrecional de la
Administración del Estado. La dlscreclonaJidad, en cualquiera de sus variantes. de
conformidad con la STS de 1de junio de 1999(Rec. 6767/93), parte de la posibilidad
de elegir entre un mayor o menor abanico de opciones o, si se prefiere, r",sulta que
5U ejercicio permite una pluralidad de soluciones justas. o de optar entre a~emativas

que. en general, sean igualmente justas desde el punto de vista del Derecho o. tal
vez mejor, «razonables}), desde el mismo punto de vista, por lo que el ejercicio de la
potestad discrecional presupone una opción entre varias posibles, y una
«razonabilidad» en un marco socio"cultural determinado, pero, precisamente porI! i - dlscreciJlJal~,"", in"!,,,'" do~~ '~ m~"", ""~ ,

qoo L~qoo" 00 ....o""~J ,JI.,rl
permite un adecuado control de los actos discrecionales, exigiéndose así una
motivación «suficiente» que, al menos, exprese apoyo en razones que permitan
conocer cuále5 han sido los criterios esenciales fundamentales de la decisión(STC
14/1991), fórmula un tanto vaga. 5i se quiere, pero que tiene la ventaja de poder
medirse caso por caso si se cumple o no con la «suficlencia»(STC 100/1987).

DECIMO SEGUNDO: Por lo que se refiera a la infracción de la normativa
competencial en materia de aprobaci6n de obras hidráulicas, la parte recurrente
considera que la resolución impugnada dictada en fecha 3 de Diciembre de 2003 se
ha dictado por delegación cuando la Resolución de fecha 9 de Noviembre de 1996
(sobre delegación de competencias) no prevela la delegación en relación a esta
clase de expedientes de contratación. No obstante, la resolución de delegacIón
permite delegar las actuaciones preparatorias y de desarrollo y ejecución y
liquidación de los contratos cuyo importe e<cede de 500.000.000 referidos a la
aprobación técnica y definitiva de los anteproyectos Yproyeotos de obra.

Sobre esta base, y siguiendo el critario del sr. Abogado del Estado, resulta que la
resclución impugnada de 3 de Diciembre de 2003 no aprueba al expedienta de

ADMINlS'lI\ACION
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AP);ifif~ON contratación sino que se limita a aprobar el anteproyecto 04/03 que forma parta del
expediente de contratación y se integra en él. La aprobación del expediente de
contratación, sin embargo, se realizó mediante Resolución de la Secretaria de
Estado de Aguas y Costas de fecha 19 de Diciembre de 2003. No se plantea, pues,
ningÚn problema de competencia en relación a la resolución expresamente
impugnada en el presente recurso contencioso administrativo.

Por lo demás, la modalidad de contratación por concurso utilizada en el Droyé6lA
en cuestión dariva de lo señalado en los apartaelos a} y el} del articulo 85 de la Ley
de Contratos según los cuales, se adjudicarán por ooncurso aquellos contratos en
IDS que la selección del empresario no se efectúe exclusivamente en atención a la
oferta cuyo precio sea más bajo y, en particular, en IDs siguientes casos: a} Aquéllos
cuyos proyectos o presupuestos no hayan podido ser establecidos previamente por
la Administración y deban ger presentados por los licitadores y d} Aquéllos que
requieran el empleo de tecnologia especialmente avanzada o cuya ejecucfón sea
particularmente compleja.

. - .. -'''''' ~ ... ~ ~ . ' ... "

A su vez, debe contemplarse que el artIculo 125 de fa misma Ley de Contratos
del año 2000 (R.D.Leg '2/2000) establece que 1. La contrataciÓn conjunta de
elaboraolón de proyecto y ejecución de las obras correspondientes tendrá oarácter
excepcional y sólo podrá aplicarse en los siguientes supuestos: a} Cuando el
sistema constructivo pudiera resultar determinante de las caracterlsticas esenciales
del proyecto. b) Cuando las caracteristlcas de las obras permitan anticipar diversos
tratamientos de trazado, diseño y presupuesto. 2. En todo caso, la licitación de este
tipo de contrata requerirá la redacción previa por la Administración del
corr6$pondiente anteproyecto o documento similar y sólo, cuando por causas
justificadas fuera conveniente al interés público, podrá limitarse a redactar las bases
técnicas a que el proyecto deba ajustarse.

La propia resolución Impugnada en su folio 8 incluye algunos párrafos en los que
justifica la adopción excepcIonal de este sistema de contratación conjunta de
reelacclón de Proyecta y realizaciÓn de obra y ello en atención a su especial
complicación. Dice la resolución impugnada que dichas condiciones hacen
referencia a que las características de las obras permiten anticipar diversos
tratamientos de diseño y presupuesto; el sistema constructivo de túnel y la pr6$a
pueden resultar determinantes en el diseño y presupuesto del Proyecto y es
necesario definir e incorporar al proyecto las actuaciones derivadas de la
Declaración de Impacto Ambiental

El apartado 5 del articulo 125 citado previene que cuando se trate de la
elaboraciÓn de un proyecto de obras singulares de infraestructuras hidráulicas o de
transporte, cuya entidad o complejidad no permita establecer el importe estimativO
de la realización de las obras, la previsión del precio máximo a que se refiere el
apartado cuarto se debe limitar al proyecto mientras que la ejecución de la obra
quedará supeditada ai estuelio por parte de la Administración de la viabilidad de su
financiación y a la tramitación del correspondiente expediente de gasto,
Precisamente, la resolución impugnada recoge expresamente la aplicación de esta
previsión por lo que tampooo se justifica ninguna irregularidad en este punto.
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A1)~¿~~~:~O" La parte recurrente no justifica cuales son las razones por las que no entiende
acreelitada la especialidad en la redacción del Proyecto por esta vía y ello pues se
limita a insistir en su escrito de demanda que no se ha seguido el procedimiento
previsto para esta contratación pero olvida hacer mención a las condiciones propias
de la obra qUe han Justificado, suficientemente a juicio de esta Sala, la utilización del
procedimiento en cuestión.

DECIMO TERCERO: Poco hay que decir sobre la exigencia de someter a
información publica el EIA; parece que la parte recurrente considera irregular que el
E1A fuera sometido a información publica en Mayo de 2001 pero el I::studio
Complementaría de fecha Septiembre de 2003 no pasó, de nuevo, por este tramite
ele información publica.

El articulo 3 elel RD.Leglslativo 1302186 establece que 1. El estudio de impacto
ambiental será sometido dentro dei procedimiento aplicable para la autorización o
realización del proyecto al que corresponda, yconjuntamente con éste, al trámite de
información pública y demás informes que en el mismo se establezcan. El tramite de
Información Pública consta que se cumplió (formulándose 726 alegaciones) tras lo
que la Confederación I¡lidrográfica del Ebro contestó a las alegaciones y se
realizaron consultas complementarias y se elaboró el Estudio Complementaría que
se incorpora como Anejo 39.

Parece evidente que la reiteracIón del tramite de información publica paralizaría
la tramitación de expedientes tan complejos como el que es objeto de recurso;
obviamente, ninguna indefensión se ha producielo a la parte recurrente puesto que
ha podido realizar cuantas alegaciones han convenido a su interés en el presenta
recurso. Mamás la sentencia de la Sala Tercera del Tribunal Supremo de fecha 8
ele Octubre de 2008 (Rec. 542/2006) expone la innecesariedad de un nuevo tramite
de información publica cuando no hay variaciones sustanciales: ''Reconocido, por
último, que el primer estudio se sometió a información pública, un nuevo trámite en
este sentído, para los supuestos en que como consecuenoia de dicha información se
haya vanado el proyectD, s610 sería necesario en los supuestos de variaciones
sust<lncíales, cuyo carácter no puede darse a (as que se realizaron posteriormMte".

Por ultimo, puede hacerse alusión a la consolidada Jurisprudencia del Tribunal
Supremo, seguida con reiteraciÓn por esta Sala ( sentencia de 15-5~ 2003 Rec.
669/2000, entre otros) a cuyo tenor, en las infracciones proceelimentales, sólo
procede la anulación del acto cuando tales infracciones supongan una disminución
efectiva, real y trascendente de garantras, incidienelo en la resolución de fonelo, de
forma que puedan alterar su sentido, pero, en cambio, no es procedente la
Elnulaci6n del Elclo por omisión de un trámite preceptivo cUElndo, Elún incumplido
este trámite, se puede prever lógicamente que volverla a producirse un acto
administrativo igual al que se pretende anular, o cuando la omisión de un trámite no
cause indefensión al interesado

QECIMO CUARTO: Resulta necesario entrar ahora en la valoración de uno ele
los dos molívos en que mas incidencia realizó el Letrado de la parte reourrente en el
acto ele la vista oral y que hace referencia a la infracción por los actos recurridos de
la Directiva 9ZI43/CEE, la llamada DirectIva de habitals.

20
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- IBA 93 Hoces del Rlo Jalón

- L1C ES2430100 Hoces del Jalón.
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Sobre esta cuestión es esencial partir de lo que señala el articulo 6.3 de 1<,1 citada
Directiva 92f43 relativa a la conservación de habltats naturales y de la flora y fauna
silvestre, según el cuai: Cualquier plan o proyecto que, sin tener relación directa con
la gestión del lugar o sin ser necesario para la misma, pueda afectar de forma
apreciable a los citados lugares, ya sea individualmente o en combinación con otf(}s
planes y proyectos, se someterá a una adecuada evaluación de sus repercusiones
en el lugar, teniendo en cuenta los objetivos de consiOrvación de dicho lugar. A la
vista de las conclusioniOs de la evaluacIón de las repercusiones en el lugar y
supeditado a lo dispuesto en el apartado 4, las autoridades nacionales competentes
sólo se declararán de acuerdo cen dicho plan oproyecto tras haberse asegurado de
que no causará perjuIcio a la integridad de/lugar en cuestión y, si procede, tras
haberlo sometido a informacIón pública. (Semejantes exigencias proceden de la
aplicación del articulo 6 del R.D. 1a97/1995 por si que se traspone en nuestro
ordenamiento las exigencias derivadas de dicha Directiva).

- El Proyecto tendrra, también, influencia e impacto cen los UC ES2430102
(Sierra de Vicort); ES2430151 (Cueva del Muerto) y ¡::S 2430103 (Sierras de
Algairen).

- Coincidencia con vari05 habitats naturales situados fuera de la Red Natura
2000.

- ZEPA ES0000299 Desfiladeros del Rio Jalón.

También es importante la Directiva 79f409 relativa a la conservación de aves
silvestres cuyo articulo 2 establece "Los Estados miembros tomarán todas las
medidas necesarias para mantener o adaptar las poblaciones de todas las especies
de aves contempladas en el artIculo 1 en un nivel que corresponda en particular a
las exigencias ecológicas, clenUficas y culturales, habida cuenta de las exigencias
económicas y recreativas". El articulo 4.1 de la mencionada Directiva habla de que
"1. Las especIes mencionadas en el Anexo I serán objeto de medidas de
conservación especiales en cuanto a su hábitat, con el fin de asegurar su
supervivencia y su reproducclM en su área de distribución"; el apartado 4 de ese
mismo articulo 4 habla de que "Los Estados miembros tomarán las medidas
adecuadas para evitar dentm de las zonaS de protección mencionadas en los

AD~~~~~ON Según la parte recurrente (folio 160 de su escrito de demanda) las resoluciones
recurridas infringen las obligaciones que derivan de la citada Directiva pues se ha
autorizado ambientalmente un proyecto sin la previa garanlia ó aseguramiento de
que su ejecución no va a causar pe~uícios ni va a afectar a ia integridad de los
lugares protegidos por esta Directiva; es decir, según la parte recurrente no consta
acreditado que no se vayan a afectar estos habitals ni la integridad de las especIes
de flora y fauna que alli habitan.

La parte recurrente (folios 144 y 145 de su demanda) afirma que el Proyecto en
cuestión coincide con diversos espacios protsgidos:
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En el apartado 5.1 de este Estudio Complementarlo se hace mención a los
mismos espacios protegidos que menciona el recurrente en el folios 144 y 145 del
escrito de demanda y que hemos mencionado en el Fundamento Jurldico anterior;
no hay duda, pues, de cuales son los espacios dignos de protección afectados por el
Proyecto objeto de reCurso.

, ', .
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Es especialmente importante, a ros efectos de valorar la suficiencia de los
estudios realizados, comparar lo señalada en el apartado de valoración de impactos
con lo previsto en cuanto a medidas correcloras. Debe reiterarse en este punto
como el artículo 6.4 de la Directiva 92143 establece que las autoridades nacionales
competentes solo se declararan de acuerdo con el plan ó proyecto tras haberse
asegurada de que no se causará perjuicio a la integridad del lugar en cuestión y si,
procede, tras haberlo sometido a información publica.

Quiere decir, pues, que la obra podrá realizarse solo cuando se compruebe la
suficiencia de las medidas de protección que se hayan articulado. Por lo tanto, esta
Sala deberá valorar sí en el caso presente dichas medidas han sido suficientes y

OfCIMO QUINTO: Aplicando todo lo dicho al caso objeto del presente recurso,
hay que partir de un hecho incontestable: el glA no hace referencia expresa a las
zonas prQtegiaas (l-¡C; IBA y ZEPA) a los que nos hemos refenao mas arriPa aunque
si se refiere, como no podía ser de otra manera, a las especies vegetales y animales
que habitan en la zona. Esta omisión parece tener su causa en el hecha de que, al
momento de redactarse el EIA, no estaban decraradas como tales dichas zonas.

Sin embargo, el Estudio Complementario del Estudio de Impacta Ambiental (que
obra en el Anejo 39), que es posterior en el tiempo, 51 que hace expresa mención en
su apartado 5 a los i::spacios Protegidos y de Interés Ambiental y se dice que se
pretende actualizar la información existente sobre los espacios protegidos y 105
espacios de interés ambiental con objeto de poner en evidencia sus principales
valores para evaluar posteriormente la repercusión medio ambiental de los trabajos
propuestos disenando las medidas de prevención que se consideren necesarias.

AP~~ir~~ON apartados 1 y 2 la contaminación o el deterioro de los hábitats as! como las
perturbaciones que afecten a las aves, en la medida que tengan un efecto
signincativo respecto a los objetivos del presente artículo. Fuero de dichas 'lanas de
protección los fEstados miembros se esforzarán también en evitar la contaminación o
el deterioro de los hábitats". El ritulo IV de la l-ey 4/89 sirvió para transponer a
nuestro orcjenamiento las exigencias derivadas de dicha Directiva Comunitarla.

Por lo tanto, y en directa aplicación de lo previsto por los preceptos que
acabamos de reproducir procedentes de la Legislación comunitaria que hemos
citado, resulta que cualquier proyecto que afecte de forma apreciable a los lugares a
Jos que se ha hecho mención mas arriba exigen someterse a un EIA y, además,
resulta que los Estados debe tomar las medidas adecuadas para evitar las
perturbaciones que afecten a todas estas zonas previamente descritas. Por lo tanto,
esta Sentencia deberá comprobar detalladamente si se han cumplído dichas
exigencias y si el Proyecto y la Declaración de impacto que se impugnan han
salvaguardado suñcientemen,te esos lugares previamente descritos como ZEPA; Lle
ó IBA.

- .. , ~ , ",," r"" l'l r ~ 1 1 'O 1\
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AJ)~ns:,r;¿~ON adecuadas en relacion a los posibles tfaños que se puedan ocasionar, daños
posibles que se describen en el mismo Estudio Complementario.

En relación a los IMPACTOS sobre la VEGETACiÓN (folios 98 y ss) en el
.Estl,ldio complementario se describen los siguientes impactos;

" Se reconoce la Importancia de la inclusión de ciertas áreas en la Red Natura
2000 y que se ha declarado el espacio como ZEPA.

- En el Valle del Jalón se llace mención aque no hay impactos sobre especies
protegidas ni habitals particularmente sensibles.

- En el cauce del Orió se habla de afección acusada en relación al matorral y
sotos y se considera dicha afección total e irreversible.

• En la zona de inundación del vaSo, aunque las afecciones son irreversibles,
se remite a las medidas correctoras en relación al Thymus Loscosil y en relación a la
Centaura Pinnata (de la que Se dice que puede que no exista en la zona aunque si
en el entorno).

Mas importante resulta, a juicio de esta Sala, la relación de IMPACTOS en
relación a la FAUNA (folio '99 y ss); allí se diferencia entre la fase de construcción y
la fase de explotaoión de la presa. Aun sin animo de ser exhaustíl/os, haremos
referencia a alguno de los impactos qU6 56 enumeran como de mayor gravedad y
que se mencionan en el apartado 13.1.3 del Estudio complementario:

- I:n relación a los habitats rupicolas y cavidades subterráneas se hace
mención a lo delicado de la situación en las cavidades subterráneas del entorno de
la presa pues se trata de habitats muy frágiles y su colapsamlento sería una perdida
miIY relevante y se añade que cuatro de estas cavidades han sido declarados LIC.
Por lo tanto (folio 100) se dice que la afección es negativa, simple, permanente,
irrecuperable localizada e irreversible.

- Los efectos derivacl 0$ de los trabajos de construcción de la presa se
consideran recuperables y reversibles.

• En relación a las a\les se hace mención a que habría que planificar los
trabajos en la época del año que menor repercusión pueda tener pero que, en todo
caso, se puede producir la perdida de puestas y polladas con la consiguiente
repercl,lsión en la demográfica local considerando dicho efecto como localizado e
irreversible.

• En relación a 105 efectos que se pueden producir en la fase de explotación, es
necesario señalar como se califica de recuperabilídad difusa y de efecto irreversible
el establecimiento de una barrera física para organismos acuáticos en el cauce del
Jalón.

- Mas ¡¡raVe, como irreversible, se califica el hecho de que se produzca arrastre
de animales por el túnel que unirá el Rfo Jalón con el Rfo Grio y, en relación a la
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nutria, se dice que se podrfan producir bajas accidentales que podrían llegar a
ocasionar un cuadro preocupante.
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- También se considera irreversible y de recuperabiUdad difusa la alteración
que se producirá en la parte baja del valle del Grfo a consecuencia de que los
terrenos a inundar se pueden Utilizar por aves para capturar aves ó localizar carrofia.

Como consecuencia de lo dicho hasta ahora, es decir, la existencia impactos en
la vegetación y en la fauna derivaclas del hecho de la aprobación del Proyecto en
cuestión, se recogen en el Estudio complementario las medidas correctoras que se
proponen.

En relación a la VEGETACiÓN, se recogen a lo largo de 10$ foUas 112 y 113
determinadas MEDIDAS CORRECTORAS para tratar de minimizar los impactos y
para garantizar el trasplante, la multiplicaci6n y propagación de las especies
protegidas así como para proceder a la revegetación y restauración de las riberas.

J

El problema se plantea, a juicio de esta Sala, en relación a· las MEDIDAS
CORRECTORAS adicionales sobre la FAUNA que se enumeran a partir del folio
116 y que parecen claramente insufiCíentes- Es importante sefialar como se incluye
una mención claramentl1 inadecuada cuando se habla de que 'Es evidente que,
salvo casos muy concretos, los aspectos faunlsticos no pueden monopolizar fa
organización del proceso constructivo de una infraestructura" mención esta que es
incompatible con el hecho de que, en cada caso, lo que deberá monopoliZar el
proceso constructivo es la aplicación de la ley y de las normas reguladoras de la
protección del medio ambiente.

En relación a las medidas a implementar durante la fase C(lnstructiva se
establecen periodos de prohibición de actiVidades generadoras de mas ruido entre
Enero a Julio consecuencia de la larga duración de la cría de las especies
implicadas y se remite a un estudio posterior para la distribución y programación
espacial y temporal de las obras

La anormalidad mas relevante que la Sala aprecia es la que aparece en el
apartado de medidas correctoras en la fase de explotación (13.2.3.2 que obra al fofio
121) donde solo se hace mención a las circunstancias relativas al mantenimiento del
caudal ecológico y al seguimiento periódico de la calidad de las aguas y del estado
de las comunidades acuáticas pero nada se dice respecto a las medidas correctora
en relaCión a los impactos que fueron calificados como irreversibles y a los que
hicimos mención mas arriba.

No obstante, al final de este apartado se habla de que, al existir un LIC y una
ZEPA que amparan un notable tramo del J¡¡lón, "con lo que ello supone en cuanto a
la responsabilidad de su conservación futura, en base El la legislación europea y $U

Integración a medio plazo en la Red N¡;¡tura 2000"; parece qua esta remisión a la
Red Natura 2DOO no eS mas que una referencia meramente formal pero carente de
contenido efectivo puesto que las propi¡;¡s Incidencias calificadas como irreversiblas
quedan sin medidas de protección suficiente.

· ARCH NUHB 217 02.07. '09 10:58
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Esta Sala considera claramente insuficiente que al final del folio 116 del Estudio
Complementario se hable de especies rupícolas respecto de las que se limita a
aconsejar un periodo excluyente de obras de siete meses (de enero a Julio) y se
remite a un futuro estudio sobre programación temporal y espacial de las obras pero
sin concretar medidas de protección especifica y ello en relación a especies que se
mencionan en el Anexo de la Directiva 79/409 yello pues el buitre leonado aparece
al numero 49 del Anexo y el Aguila perdicera al numero 66 de dicho Anexo.

la propia Declaración de Impacto Ambiental dedica su apartado numero 11 a la
Protección de los I::lementos de la Red Natura 2000 en cuyos apartados 1 y 2 se
habla de la necesidad de aprobar proyectos que incorporen medidas correctoras (lo
que se debe realizar en colaboración con la Comunidad Autónoma de Aragón según
impone el apartado 4); además, en el apartado 5 se habla de que se deben tomar
medidas correctoras y compensatorias necesarias para mitigar y compensar los
efectos negativos relevantes que genera ta perdida de haoitat importante, pero, la
realidad, es que nada se indica de cuales van aser esos proyectos ni esas medidas
de protección que se deben redactar en el futuro. Resulta, pues, que se está
aprobando un Proyecto que reconoce una serie de impaotos negatívos y
perjudiciales, que se sabe que exigen medidas correctoras pero que se remiten a un
incierto futuro cuando la normativa oblfga a la aprobación previa de dichas medidas
de corrección.

DeCIMO SEXTO: También resulta de difIcil justificación el hecho de que el
propio EIA, en el apartado 3 denominado Inventario Ambiental recoja un primer

,ap¡;¡liado relevante que es el estudio de la vegetación (folios 117 y ss) y el estudio de
la fauna (folios 130 y ss) en el que se incluye una enumeración detallada de cuales
son las especies que habitan en la zona; resulta que alguna de las especiel> que se
citan están incluidas en los anexos de [as Directivall mencionadas mal> arriba
(Pirectivas de habitare y de I'.lves) pero por razones temporales el E/A no hace
mención a estas Directivas.

Sin embargo. resulta que de la valoración de impactos que se incorporan en el
apartado 4.3 del propio Estudio no se obtienen conclusiones semejantes a las
mencionadas en el Estudio complementario al que nos hemos referido en el
Fundamento Jurídico anterior,

I:n cuanto a la vegetaGlón, al valorar los impactos producidos sobre el medio
fisico (folio 290) se califica el conjunto de ellas como severo tanta en relación a la
desaparici6n de la vegetación en el interior del vaso como en relación a las
comunidades rupícolas del entorno, Sin embargo, no se prevé la instauración de
medidas correctoras sino fas que Sfl recogen en el apartado 5.1.5 del EIA

En relación a la fauna, la descripoión de los impactos se reoogen en el apartado
4,3.7 del EIA y resulta curioso que no se mencionen los habitats ruplcolas donde el
posterior Estudio Complementario localizó las repercusiones mas irreversibles; solo
se mencionan en ei ErA las espeGles písc[colas y se habla de que al buitre leonado
no le perjudican las voladuras que se pueden reaílzar en su ámbito de cria. También
resulta difícilmente compatible con el posterior estudio Compiementario q~e en el
I::IA Se califiquen los impactos como moderados y en el Estudio Complementario
varios de dicho impaotos se consideren irreversIbles.

AOMItIISTRACION
PE JUSTIClA
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Además, en la descripción de las medidas correotoras sobre la fauna nada se
dice en relación a los impactos previamente descritos y que afectan a la fase de
explotación de la presa.

También es muy relevante el hecho de que fa resolución recurrida por la que se
aprueba el Estudio de Impacto Ambiental (de fecha 25 de Noviembre de 2003)
recoge muy eacasas indicaciones en relación a la protección de la fauna limitándose
a acordar la elaboración de un calendario de actuaciones atendiendo a los periodos
critlcos y en el apartado 3.3 se hace mención a la valoración de la afección a las
principales especies, pero nada se dice sobe las concretas medidas de protección
relativas a las especies mencionadas en los Anexos de la Directiva 92143 que se ven
afectadas por las obras pero. a pesar de ello, nada se prevé para su correcta
protección. Debe hacerse notar con especial asombro como las especies rupícolas
(en relación a las que se describían los impactos mas graves) no son ni siquiera
mencionadas por el Estudio de Impacto Ambiental frente al que se recurre.

pe,CIMo SEPTIMO; A consecuencia de lo expuesto en los dos fundamentos
jurldicos anteriores (que se prevean unos impactos negativos, alguno de ellos
calificados como irreversibles, sin que se hayan previsto medidas correctoras
suficIentes), procederá eeclarar la nulidad de la resolución aprobatoria del Proyecto
y de la Declaración de Impacto Ambiental que se basan en un EIA (yen su
complemento) que resultan insl.lfícientes.

La jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas ha sído
muy clara, desde hace ya bastante tiempo, en exigir a los Estados miembros el
mantenimiento de los habitats protegidos.

La sentenoia del Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas de fecha 14
de Septiembre de 2006 en el asunto C-244/200S estableció en sus apartados 36 y
siguientes que:

De ello se desprenct9, como dlficlaró el Tribunal de Justicia en el apanado 25 cie
la sentencia Dragaggi y otros. antes citada, que las medidas de protección prevIstas
én el artículo 6, apartados 2 a 4, de la Directiva s610 son obligatorias respecto El los
lugares que están incluidos en la lista de lugares seleccíonados como lugares de
importancia comunitaria.

El Tribunal de Justicia subrayó, no obstante, en el aparlado 26 de dIcha
sentencia, que esto no significa que los Estados miembros no deban proteger los
lugares a partir del momento en que los proponen. con arreglo al articulo 4, apartado
1, de la Olrectlva, liln la lista nacional, que sa remite a la Comisión, dEl lugares que
pueden clasificarse como lugares de Importancia comunitaria.

El Tribunal de Justicia dedujo de ello, en el apartado 29 de esa misma sentencia,
que en cuanto a los lugaras que pueden clasificarse como lugares de importancia
comunitaria, mencionados en las lIstas naoionales remitidas a la ComIsión, entre Jos
que pueden figurar, en pat1ir:;ular, lugares en los que existen tipos de hábitats
naturales prioritarios o especies prioritarias, los Estados mIembros están obligados a

AllMlNISTl!.ACION
PBJUSTlClA
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ADMlNlSTIlAClON
O.JUSTICIA adoptar, en virtud de la Directiva, medidas de protección apropiadas para

salvaguardarel citado Interés ecológico.

Los Estados miembros no pueden, por /0 lanto, autorizar intervenciones que
puedan alterar significativamente las características ecol6gicas de un lugar tal como
(o definon dichos criterios. Así ocurre, en particular, cuando una intervenci6n
conlleva el riesgo de reducir de forma significEitiva la superficie del lugar, o de
provocar la desaparición de especies prioritarias existentes en é(, 0, por ú/timo, de
tener como resultado la destrucción del lugar o la eliminación de sus carocterfstlcas
representativas.

Procede, por lo tanto, responder a las cuestionas primera y segunda que el
régimen de protección apropiada aplicable a los lugares incluidos en una lista
nacional remilida a la Comisión, en virtud del altículo 4, apartado 1, de la Directiw¡,
exlg<J que los Estados miembros no autoricen intervenciones que puedan aiterar
significatiVamente las caracterlstlcas ecológicas de tajes lugares.

.Con 6stO no hacIa sino reproducir lo dicho en sl,'>ntencia¡¡ anteriores del mismo
Tribunal de Justicia de Luxemburgo como la referida a España en el asunto de las
Marismas de Santona (asunto C-355/90) en la que se hablaba de que las
obligaciones a cargo de Iqs Estados miembros derivadas de los artículos 3 y 4 de la
DirectiVa (se refiere a la Directiva 79/409) existen desde antes de que se haya
comprobado una disminución del numero de aves 6 de que se haya coricretado un
riesgo de extinción de un'l especie protegida y que al no haberse precisado l'ls
mediClas de protección necesarias (por no haberse aprobado los Planes que imponlt'!
el articulo 4 de la Directiva) habrá que entender que el Reino de España habfa
incumplido las obligaciones que le incumbían en aplicación de lo previsto por aquella
Direotiva.

También nuestro Tribunal Supremo ha recOIlocido la ínfluencla que las Directivas
79/409 y 92/43 tienen a fa hora de obligar a los Estados a conseguir en cada
momento que se establezcan las necesarias medidas de protección:

<.<Es, más bien, un conjunto efe circunstancias, relacionadas todas ellas con fa
finalidad perseguida de asegurar su supervivencia y su reproducción en su área de
distribuci6n. las que han de evaluarse para, 1m definitiva, adoptar las medidas de
conservación adecuadas y, entre éstas, clasificar como zonas de protecoión espeoial
los territorios más adecuados en número y en superficie, de forma que constituyan
una red coherente que responda ti las necesidades de protección de las especies.

Es esta, también, la conolus/ón que se obtiene al estudiar la Directiva
1992143/CE, dfl 21 de mayo de 1992, del Consejo, sobre Conservación de los
Hábit<lts Naturales y de la Fauna y Flora SilvffJstres, por la que se ctl>a una rod
ecológíOa europea coherente de zonas especiales de conseNación, denominada
"Natura 2000", en la que se Incluyt3n, asimismo, las zonas de protección especiales
designadas por los Estados miembros con arreglo a las disposiciones de la Directiva
79/40B/CEE.

ASi, aquella Olrectiva define la "zona especial da conservación" como un lugarde
importancia comunitaria designado por los Estados mIembros mediante un acto
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ADMlI<lSTIlACION
Do l1JSTlerA reglamentario, administrativo y/o contractual, en el cual se apliquen las medidas de

conseNación necesarias para &1 mantenimiento o el restablecimiento, en un estado
de conseNación favorable, de los hábitats naturales y/o de las poblaciones de las
especies para las cuales se haya designado el lUgar.

y establece en sU Anexo 1/1 los criterios de selecqión de los lugares que pueden
clasificarse como lugares de importancia comunitaria y designarse zonas especiales
de ccnseNación; concretando, como oriterios de evaluación del lugar para una
especie dada del Anexo 11 (éS decir, del Anexo de especies de interés comunitario
para cuya conseNadón es necesario designar zonas esp6cialés de conseNación),
los siguientes: a) Tamaño y densidad de la población de la especie que esté
presente en el lugar en relación con las poblaciones presentes en el territorio
nacional; b) Grado de conseNaoión de los elementos del hábitat que sean
relevantes para la especie de que se trate y posibilidad de restauración; c) Grado de
aisJamiento de la población existente en el lugar en relación con el área de
distribución natural de la esp6cie; y d) Evaluación g/Dbal del valor del lugar para la
conseNaolón de la espacie de qua se trate.>;>,

Incluso esta Sala y Seccl6n en la Sentencia Qe fecha 28 de I:nero de 2004
(Recurso 337/99) reconoció la necesidad de que los Estudios de Impacto ambiental
sean lo suficientemente completos como para garantizar que no se va a producir
daño á los espacios protegidos, Se dijo en aquella sentencia que «Con todo ese
bagaje documental y fas medidas correctoras previstas, la Administración considera,
y asl se hace constar en la Declaración de Impacto Ambiental que "el proyecto no
causa perjuicio a la integridad del lugar, oon lo que se da cumplimiento a lo
dispuesto en el arto 6 de I Directiva 92J431CE". Conclusión que en ningún momento
ha quedado desvirtuada, porque el desacuerdo se ha articulado en el plano del pura
anificio dialéctico y retórico, carente de todo substrato probatorlo que evidencie la
errónea actuación administrativa, y lleve, oumplldamenle, al ánimo de la Sala, el
convencimiento de que el proyecto impugnado produoe impactos ambientales
importantes en la zona afectada por las o.bras, en la medida de incumplimiento de
las obligaciones de obsaNancla establecidas an la Directiva 92J43/CE, para evitar el
deterioro de las zonas ZEPA, carga que no es asumIda an autos por la actora.

Tampoco puede sostenerse, válidamente, por lo que se ha razonado que, 61
procedimiento de impacto ambiental no cumple con los requisitos exigidos por la
legIslación en vigor, que es insuficiente y que taIta la fundamentación necesaria para
formular la declaración.»

DECIMO OCTAVO: La insuficiencia de medidas correctoras es razón que
permite entender como que una determinada obra no debe ser autorizada. El
Tribunal de luxemburgo en la Sentencia de fecha 26 de Octubre de 2006 (Asunto C­
239/94) concluye que ha incumplido las obligaciones que le incumben en virlLtd del
articulo 6, apartado 4, de la Directiva 92/43/CEE afirmando lo siguIente: «18.
Según el articulo 6, apartado 3, de la Directiva sobre 10$ hábitats, lF,1s autoridades
naoionales competentes sólo autorizarán la realización de un plan o proyecto que,
sin lener relación directa con la gestión del lugar o sin ser necesario para la misma,
pueda afectar de forma apreciable a este áltimo, tras haberse asegurado, mediante
una adecuada evaluación de las repercusiones de dicho plan o proyecto sobre ese
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ADMJNlsrMCION
DElUSTIClA lugar. de que no causará psrju/c/o a la integridad de éste y; si procede, trllS haberlo

sometido a información pública.

19. Por consiguiente, esta disposición es/ablecs un procedimiento destinado a
g,arantizar, cpn la ayuda de un control previo, que (inicamente se autorice un plan o
proyecto que, sin rener relación directa con' la gestión del lugar o sin ser necesario
pana la misma, pueda afectar de forma apreciable a este último, ¡;¡n la medida en que
no cause perjuiaio a la integridad de dicho lugar (sentencia de 7 de septiembre de
20040-127/02, Rec. p. 1·7405, apartado 34).

20. Sobre este particular, el Tribunal de Justicia ya ha declarlldo qU¡;¡ la
autorizaGÍón del plan o proyecto en cuestión sólo puede concederse si las citadas
autoridades se han cerciorado de que no producirá efectos perjudiciales para la
integridad del lugar de que se trate. Así sucede cuando no existe ninguna duda
razonable, desde un punto de vista científico, sobre la inexistencia de tales efectos
(sentencia Waddenvereniging y Vogelbeschermingsvereniging, antes citada,
apartados 56 y 59»>.

En el caso presente hemos concluido la insuficiencia de las medidas previstas en
el EIA lo ql.l6 obliga, pues, Siguiendo el mismo criterio de la Sentencia que acabamos
de citar, a declarar la nulidad de dicho Estudio al que se remite la Declaración de
Impacto de fecha 25 de Noviembre de 2003 puesto que supone una clara infracción
de lo previsto en el articulo 6 de la Direotiva 92143/CEE y del articulo 4 de la
Directiva 791409.

Sobre esta base, y por aplicación de lo previsto en el articulo 64 de la Ley 30/92,
también Se debe declarar la nuUdad de la resolución de 3 de diciembre de 2003
aprobatoria del Anteproyecto 04103 y que también ha sido objeto de impugnación,

DECIMO NOVENO: Por apUcación de lo establecido en el articulo 139 de la ley
de la Jurisdicción Contencioso Administrativa no resulta procedente hacer expresa
condena en costas a ninguna de las partas qua han intervenido en este
procedimiento.

Vistos los preceptos citados por las partes y los demás de generai y pertinente
aplicación al caso de autos

FALLAMOS

Ql.le ¡:::STIMANDO en parte el presente recurso contencioso administrativo
interpuesto por el procurador MARCOS JUAN CALLEJA GARCIA, en la
representación que ostenta de COOPERATIVA DEL CAMPO DE SAN ROQUE;
ASOCIACiÓN PLATAFORMA JALON VIVO; ASOCIACiÓN LA' SABINA;
COMUNIDAD DE REGANTES DE LA ACEQUIA MOLINAR; JOSE AMBROSIO
GARZA ORlA; SALVADOR PAlLARES GRIMA; JOSE AZNAR TORON; EMILIO
JOSE YUS GARCIA; MANUEL BLAS GASeON: ANTONIO ORIOL GIMENO; MARIA
DEL CARMEN IBAflEZ CUBERO; FRANCISCO BERNAL ALFONSO; LUIS VELILLA
SANCHO; ROSA MARIA AZNAR GARCIA; MARIA PILAR GUT1ERREZ MARIN;
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AD:'AJ'~¡;;QN ANGELES GRACIA MILLAN; TOMAS GUTIERREZ MARIN, OSCAR RAMON
EMBIB IBAÑEZ, IBANA MAINAR GARCILOpeZ y JaSE ANTONIO ORCE ABENIA,
contra las cuatro resoluciones descritas en el primer fundamento de esta Sentencia,
debemos:

- Declarar ínamisible el recurso en relación a la resolución de fecha 24 de
Febrero de 2005 dictada por la Ministra de Medio Ambiente por la que se adjudica el
concurso del Proyecto de ejecución de las obras de la Presa de Mularroya, azud de
derivación y conducción del trasvase.

- Anular las resoluciones de fecha 25 de Noviembre de 2003 que aprobaba el
estudio de impacto ambiental, as! como la da fecha 3 de Diciembre de 2003 que
aprueba el anteproyecto 04/03 y la de fecha 23 de Febrero de 2007 que aprueba el
Proyecto 04/06 y ello por las razones expuestas en el fundamento jurídioo décimo
séptimo.

As! por esta nuestra sentencia 10 pronunolamos mandamos y fallamos.

PUBLICACIÓN.- Dada, leída y publicada fue la anterior sentencia en audiencia
pública. Doy fe. Madrid, a

LA SECRETARIA
Da MarIa Elena Cornejo Pérez
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